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SENTENCIA DE TUTELA  
RAD: 2021-00161-00 
ACCIONANTE: MARIA MERCEDES CASTRO DE GUTIERREZ 
ACCIONADO: LA FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A.  

 
 
 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO 

Barrancabermeja, septiembre dieciséis (16) de dos mil veintiuno (2021) 

 

En escrito que por reparto correspondió a este Juzgado, la señora MARIA MERCEDES 

CASTRO DE GUTIERREZ a través de apoderado judicial interpuso acción de tutela 

contra la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. por la presunta violación a su derecho 

fundamental de petición; trámite al que ordeno la vinculación de oficio de la 

GOBERNACION DE SANTANDER.   

 
I. ANTECEDENTES 

 
 
Pretende la accionante, se tutele su derecho fundamental de petición y se ordene a la 

accionada, dar respuesta de fondo a la solicitud por ella elevada a través de apoderado 

judicial desde el  23 de julio de 2021.  

Como sustento de sus pretensiones, informa que el 23 de Julio del año 2021, y por virtud 

del contrato de mandato celebrado entre el presente abogado y su mandante, solicito 

mediante aplicativo PQRS y radicado 20211012443872 ante LA FIDUCIARIA LA 

PREVISORA S.A lo siguiente: 

“PRIMERO: Solcito a la FIDUCIARIA LA PREVISORA Y/O FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (FOMAG), certificación donde medie 
fecha exacta en la cual la presente fiduciaria hizo tránsito a recibir los recursos 
provenientes de la entidad territorial nominadora a la cual se encuentra adscrito mi 
mandante, por concepto de cesantías producto de la labor docente correspondientes al 
año 2020.  

SEGUNDO: Solcito a la FIDUCIARIA LA PREVISORA Y/O FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (FOMAG), certificación donde medie 
fecha exacta en la cual la presente fiduciaria hizo cancelación de los intereses a la 
cesantías correspondientes a la misma vigencia, es decir las del año 2020, según lo 
estipulado en el Art 15 de la Ley 91 de 1989”. 

Señala que a la fecha y pese a haberse vencido el término legal concedido para dar 

respuesta a la solicitud elevada por el suscrito abogado, LA FIDUCIARIA LA 

PREVISORA S.A. no ha dado respuesta al mismo. 
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II. TRAMITE DE LA INSTANCIA 

 

La acción de tutela fue admitida por auto de fecha siete (07) de septiembre de dos mil 

veintiuno (2021)  y se ordenó la vinculación oficiosa de la GOBERNACION DE 

SANTANDER. 

 

III. RESPUESTA DEL ACCIONADO Y VINCULADO 

 

 La accionada FIDUPREVISORA S.A., pese haber sido notificado en legal forma, 

guardo silencio durante el término del traslado de la acción constitucional. 

  

 SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE SANTANDER, frente a 

las pretensiones manifiesta que la parte accionante no radico la petición en la 

gobernación de Santander, ni el requerimiento a la fecha ha sido trasladado por 

la FIDUPREVISORA. La Oficina de prestaciones sociales del magisterio y la 

secretaria de educación se oponen a la vinculación de la gobernación de 

Santander, por ello solicita que se responda la petición por parte de quién tiene 

la competencia en este caso la FIDUPREVISORA y se desvincule a la 

Gobernación de Santander. 

 

CONSIDERACIONES 
 
 

1.- La acción de Tutela contemplada en el artículo 86 de la Carta Política, la consagra 

como un mecanismo expedito para la efectiva protección de los derechos fundamentales 

cuando han sido conculcados o violados por acción u omisión de cualquier autoridad 

pública o de los particulares, siempre que no existan otros medios de defensa y en caso 

de concurrir, que no sean idóneos para lograr su amparo o se requiera del mecanismo 

expedito para evitar un perjuicio irremediable.   

 
2.- Se concreta el problema jurídico en establecer si le asiste o no razón al accionante 

para recurrir por esta vía en defensa de su derecho fundamental de petición al considerar 

que ha sido vulnerado por LA PREVISORA S.A., al no resolver de fondo el derecho de 

petición del 23 de julio de 2021, recibido por la accionada, asignándole el Radicado 

20211012443872. 

 
3.- El ejercicio de la acción, está condicionado a que la parte demuestre la existencia de 

una amenaza concreta y específica de violación de los derechos fundamentales cuya 
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autoría pueda ser atribuida a cualquier autoridad pública y en casos definidos por la ley 

a sujetos particulares.  

 
3.1.- Asimismo, la norma constitucional señala que el objeto de la acción de tutela es la 

protección inmediata de las garantías fundamentales que se considera son amenazadas 

o vulneradas, lo que implica que su propósito es proporcionar una protección urgente, 

rápida y oportuna; además, el carácter residual y subsidiario, aspectos que orientan la 

procedibilidad de la misma como mecanismo especial de protección de los derechos 

fundamentales.  

 
4.- Respecto al derecho de petición, el artículo 23 de la Constitución Política, consagra  

que este, es una facultad que tienen todas las personas para formular solicitudes a las 

autoridades correspondientes, y obtener de estas una respuesta oportuna y completa a 

las mismas. 

De esta manera, revela dos momentos fundamentales a saber: uno, cuando el servidor 

público a quien se dirige la solicitud recibe y dé trámite a la misma, permitiendo de esta 

manera que el particular acceda a la administración, y otro, el momento de la respuesta, 

“cuyo sentido trasciende el campo de la simple adopción de decisiones y se proyecta a 

la necesidad de llevarlas al conocimiento del solicitante.” (Cfr. Sentencia T-372/95 - 

Sentencia T-163/02). 

4.1.- Por tratarse de un derecho de rango fundamental, es procedente su protección por 

vía de tutela (art. 86 Const.); así lo ha reiterado la jurisprudencia de la Honorable Corte 

Constitucional cuando en sentencia T-371 de 2005 (abril 8), M. P. Dra. Clara Inés Vargas 

Hernández, frente al tema dijo: 

“Abundante ha sido la jurisprudencia de la Corte Constitucional en relación con la 
naturaleza, alcance e importancia de este derecho fundamental, cuyo núcleo esencial 
puede concretarse en dos aspectos: i) en una pronta respuesta por parte de la autoridad 
ante la cual ha sido elevada la solicitud y,  ii) en una respuesta de fondo a la petición 
planteada, sin importar que la misma sea favorable o desfavorable a los intereses del 
peticionario.     

Ha de entenderse, entonces, que existe vulneración del núcleo esencial de este derecho, 
cuando la entidad correspondiente no emite una respuesta en un lapso que, en los 
términos de la Constitución, se ajuste a la noción de ‘pronta resolución’ o, cuando la 
supuesta respuesta se limita a evadir la petición planteada, al no dar una solución de 
fondo al asunto sometido a su consideración.(i) El derecho de petición es fundamental y 
determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa, 
garantizando a su vez otros derechos constitucionales, como los derechos a la 
información, a la participación política y a la libertad de expresión; (ii) el núcleo esencial 
del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión; (iii) la 
petición debe ser resuelta de fondo, de manera clara, oportuna, precisa y congruente con 
lo solicitado; (iv) la respuesta debe producirse dentro de un plazo razonable, el cual debe 
ser lo más corto posible; (v) la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco 
se concreta siempre en una respuesta escrita; (vi) este derecho, por regla general, se 
aplica a entidades estatales, y en algunos casos a los particulares; (vii) el silencio 
administrativo negativo, entendido como un mecanismo para agotar la vía gubernativa y 
acceder a la vía judicial, no satisface el derecho fundamental de petición pues su objeto 
es distinto. Por el contrario, el silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que 
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se ha violado el derecho de petición; (viii) el derecho de petición también es aplicable en 
la vía gubernativa; (ix) la falta de competencia de la entidad ante quien se plantea, no la 
exonera del deber de responder; y (x) ante la presentación de una petición, la entidad 
pública debe notificar su respuesta al interesado.”(Subrayado fuera del texto original) 

 

4.2.- Así mismo, la referida Corporación en sentencia T 451 de 2017, sostuvo que:  

“La jurisprudencia de esta Corporación ha sido consistente en señalar que cuando 
se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano 
no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la 
acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este 
derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza 
judicial que le permita efectivizar el mismo. En tal sentido, quien encuentre que la 
respuesta a su derecho de petición no fue producida en debida forma, ni 
comunicada dentro de los términos que la ley señala, y que en esa medida vea 
afectada esta garantía fundamental, puede acudir directamente a la acción de 
amparo constitucional”.(subrayado fuera del texto original). 

 

4.3.- Respecto a la obligación de notificar y/o comunicar al solicitante la respuesta, ha 

de precisarse en primer lugar, que esta debe ser efectiva, es decir, real y verdadera, a 

fin de que la respuesta emitida por la entidad sea conocida a plenitud por el solicitante. 

4.4.-  Esta característica esencial, implica que la diligencia de notificación se encuentra 

en cabeza de la administración, lo que quiere significar que la autoridad ante quien se 

dirige un derecho de petición está en la obligación de velar porque la notificación se 

surta, y que sea cierta y seria, de tal manera que logre siempre una constancia de ello, 

pues su obligación no cesa con la simple resolución del derecho de petición elevado por 

el Petente, es necesario  que dicha solución remedie sin confusiones no solo el fondo 

del asunto; que este dotada de claridad y congruencia entre lo pedido y lo resuelto; sino 

además que su respuesta se ponga en conocimiento del solicitante. 

5.- Por su parte, la Ley 1755 de 2015, disposición que regula el derecho fundamental de 

petición, en su artículo 14, estipula:  

“Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo 

norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá 

resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará 

sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de 

los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado 

respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la 

respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no 

podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como 

consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes. 

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en 

relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) 

días siguientes a su recepción. 
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Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los 

plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al 

interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los 

motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá 

o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.” 

 

5.1. La Jurisprudencia constitucional frente a la procedencia del derecho de petición 

ante particulares, ha expresado que: 

  
“El 30 de junio de 2015, se publicó la Ley 1755 de 2015 “Por medio de la cual se 
regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, expedida por 
el Congreso de la República, regulándose de manera definitiva el derecho de 
petición ante particulares. 
  
Al respecto, la citada norma consagra dos tipos de peticiones ante particulares: 
(i) la primera, es la posibilidad que tiene cualquier persona para ejercer el derecho 
de petición con el fin de garantizar sus derechos fundamentales, incluso permite 
presentar esa solicitud a otra persona natural, pero en los eventos en los que el 
solicitante se encuentre en situación de indefensión o subordinación respecto de 
aquella; o cuando la persona natural tiene una función o posición dominante 
frente al peticionario (art. 32). Y (ii) la segunda, se ocupa de las peticiones 
formuladas con ocasión de las relaciones entre un usuario y la organización 
privada a la que se dirige la petición (art. 33). Cabe resaltar, que las dos clases 
de peticiones, según lo dispuesto por la aludida ley, se rigen por las reglas 
generales de las peticiones ante autoridades contenidas en el Capítulo I de la Ley 
1755 de 2015 - términos, presentación, contenido, entre otros temas-. Sin 
embargo, las peticiones formuladas por los usuarios, además, se les aplica lo 
regulado en el Capítulo II de la misma ley, es decir, las reglas especiales del 
derecho de petición ante autoridades, las cuales aluden a la reserva de 
informaciones y documentos. 
  

“Derecho de petición ante organizaciones e instituciones priva-
das 
  
Artículo 32. Derecho de petición ante organizaciones privadas para 
garantizar los derechos fundamentales. Toda persona podrá ejercer 
el derecho de petición para garantizar sus derechos 
fundamentales ante organizaciones privadas con o sin personería 
jurídica, tales como sociedades, corporaciones, fundaciones, 
asociaciones, organizaciones religiosas, cooperativas, 
instituciones financieras o clubes. 
  
Salvo norma legal especial, el trámite y resolución de estas peticiones 
estarán sometidos a los principios y reglas establecidos en el Capítulo 
I de este título. 
  
Las organizaciones privadas solo podrán invocar la reserva de la 
información solicitada en los casos expresamente establecidos en la 
Constitución Política y la ley. 
  
Las peticiones ante las empresas o personas que administran archivos 
y bases de datos de carácter financiero, crediticio, comercial, de 
servicios y las provenientes de terceros países se regirán por lo 
dispuesto en la Ley Estatutaria del Hábeas Data. 
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Parágrafo 1°. Este derecho también podrá ejercerse ante 
personas naturales cuando frente a ellas el solicitante se 
encuentre en situaciones de indefensión, subordinación o la 
persona natural se encuentre ejerciendo una función o posición 
dominante frente al peticionario. 
  
Parágrafo 2°. Los personeros municipales y distritales y la Defensoría 
del Pueblo prestarán asistencia eficaz e inmediata a toda persona que 
la solicite, para garantizarle el ejercicio del derecho constitucional de 
petición que hubiere ejercido o desee ejercer ante organizaciones o 
instituciones privadas. 
  
Parágrafo 3°. Ninguna entidad privada podrá negarse a la 
recepción y radicación de solicitudes y peticiones respetuosas, 
so pena de incurrir en sanciones y/o multas por parte de las 
autoridades competentes. 
  
Artículo 33. Derecho de petición de los usuarios ante instituciones 
privadas. Sin perjuicio de lo dispuesto en leyes especiales, a las Cajas 
de Compensación Familiar, a las Instituciones del Sistema de 
Seguridad Social Integral, a las entidades que conforman el 
sistema financiero y bursátil y a aquellas empresas que prestan 
servicios públicos y servicios públicos domiciliarios, que se rijan 
por el derecho privado, se les aplicarán en sus relaciones con los 
usuarios, en lo pertinente, las disposiciones sobre derecho de 
petición previstas en los dos capítulos anteriores”. (Negrilla fuera 
del texto) 

  
28. En este orden de ideas, se advierte que con la Ley 1755 de 2015 el 
Congreso legalizó y concretó las reglas definidas por la Corte Constitucional 
respecto de la procedencia del derecho de petición ante particulares. Además, 
aclaró la forma como opera el mismo, esto es, igual que el derecho de petición 
ante entidades públicas. 
  
El artículo 32 al definir su eje de actuación bajo el supuesto de garantizar 
derechos fundamentales, está retomando las reglas jurisprudenciales que 
atañen a la procedencia del derecho de petición como medio, a través de dos 
supuestos: (i) se puede ejercer el derecho de petición ante organizaciones 
privadas -con independencia de que sean personas jurídicas- y aunque no 
presten un servicio público, ni cumplan funciones similares, cuando la petición 
tenga por finalidad la garantía de los derechos fundamentales o, de otra forma 
dicho, sea necesaria para asegurar el disfrute de los derechos fundamentales 
del accionante. Por tanto, en ese evento si el ejercicio del derecho de petición 
se constituye en el instrumento idóneo para obtener la protección de otro 
derecho fundamental es exigible frente a tales particulares, ejemplo de ello, son 
los eventos en los que se elevan peticiones para buscar la protección del 
derecho a la salud.” (Sentencia de tutela T 726 de 2016). 

 
En conclusión, el derecho fundamental de petición consiste no sólo en el derecho de 

obtener una respuesta por parte de las autoridades y/o particulares, sino a que éstas 

resuelvan de fondo, de manera clara y precisa la petición presentada. 

 

6. De la simple vista del material probatorio obrante en el plenario, se colige que la 

entidad accionada, esto es, LA FIDUPREVISORA, no ha dado respuesta al derecho de 

petición incoado por el actor desde el 23 de julio de 2021, situación que advierte que el 
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derecho fundamental de petición del accionante viene siendo vulnerado, y el accionante 

no cuenta con otro mecanismo de protección para salvaguardar su derecho fundamental 

de petición. 

 

6.1.- Aunado a que el expediente muestra, que la entidad accionada estando notificada 

de la admisión de la acción constitucional, durante el término del traslado guardo silencio, 

sin emitir pronunciamiento alguno, lo cual conlleva a dar una presunción de veracidad 

de los hechos expuestos en la solicitud de amparo, presunción que fue concebida como 

instrumento para sancionar el desinterés o la negligencia de las entidad accionada y se 

orienta a obtener la eficacia de los derechos constitucionales fundamentales. 

En relación con la presunción de veracidad, la Honorable Corte Constitucional en 

sentencia T 675 de 2014, expuso: 

A la luz de los principios de celeridad, inmediatez y buena fe que rigen esta actuación 
judicial, ha de entenderse que si la entidad requerida por el juez en el acto de notificación 
de la acción, no hace uso de su derecho de defensa y no contesta la solicitud de 
pronunciarse sobre lo expuesto en la demanda, se somete a la presunción de veracidad 
establecida en el artículo 20 del Decreto referido. También, si el demandante presentó un 
documento como prueba, pero éste no es objetado o tachado de falso por la contraparte, 
se presume legítimo y veraz. 

Desarrollando la anterior idea, si el juez no tiene certeza de la validez de una prueba 
documental, la senda a seguir no es otra que efectuar la verificación correspondiente. 

 Así mismo, al juez constitucional no le es dable simplemente afirmar que las pruebas no 
se aportaron al proceso, o que las aportadas no son suficientes para sustentar su 
convencimiento, ya que si duda sobre las circunstancias planteadas, es su potestad y su 
deber mínimo solicitar información.  

En conclusión, es necesario preponderar la importancia que tiene para el trámite 
tutelar una apreciación conjunta, seria y concienzuda del material probatorio 
incorporado, no siendo jurídicamente aceptable que se presuma la mala fe, lo cual 
resultaría contrario a lo instituido en el artículo 83 de la Constitución Política, ni que se 
perpetúe la vulneración de derechos fundamentales.” 

 

7.- En virtud de lo anterior, se Ordenara a la FIDUPREVISORA que dentro del término 

de cuarenta y ocho (48)  horas, siguientes a la notificación de esta providencia, emita la 

respuesta de fondo, clara y congruente al derecho de petición formulado por el 

accionante desde el 23 de julio de 2021, ahora, en caso de no ser el competente, remita 

la solicitud a la entidad o dependencia para lo de su competencia e informe 

inmediatamente al petente, conforme a lo dispuesto en el art. 21 de la ley 1755 de 

2015, so pena de incurrir en la conducta prevista por el artículo 52 del Decreto 2591 de 

1991. 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

BARRANCABERMEJA, administrando justicia en nombre de la República y por 

autoridad de la ley, 
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RESUELVE: 

PRIMERO: AMPARAR el derecho fundamental de derecho de petición de la señora 

MARIA MERCEDES CASTRO DE GUTIERREZ a través de apoderado judicial, por lo 

expuesto.  

SEGUNDO: ORDENAR a la FIDUPREVISORA  que dentro del término de cuarenta y 

ocho (48)  horas, siguientes a la notificación de esta providencia, si aún no lo ha hecho, 

emita la respuesta de fondo, clara y congruente al derecho de petición formulado por la 

accionante desde el 23 de julio de 2021, ahora, en caso de no ser el competente, remita 

la solicitud a la entidad o dependencia para lo de su competencia e informe 

inmediatamente a la petente, conforme a lo dispuesto en el art. 21 de la ley 1755 de 

2015, so pena de incurrir en la conducta prevista por el artículo 52 del Decreto 2591 de 

1991. 

TERCERO: Comuníquese esta decisión por la vía más expedita a las partes. 

CUARTO: Si no fuere impugnada esta decisión, remítase el proceso a la honorable 

Corte Constitucional, para su eventual revisión. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

CESAR TULIO MARTÍNEZ CENTENO 
Juez 
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